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Ponente 
 
Sr. Estella Hoyos, Consejero  
Sr. Fernández Costales, Consejero  
Sr. Nalda García, Consejero  
 
Sr. Sobrini Lacruz, Secretario 

La Sección Segunda del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Valladolid el día 
27 de septiembre de 2011, ha 
examinado el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado 
como consecuencia de la recla-
mación presentada a instancia de 
Dña. xxxxx, y a la vista del mismo y 
tal como corresponde a sus compe-
tencias, emite, por unanimidad, el 
siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 1 de septiembre de 2011 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 

la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada a 
instancia de Dña. xxxxx, representada por Dña. yyyyy, debido a los daños y 
perjuicios derivados de la asistencia sanitaria que le fue prestada en el Hospital 
hhhh1 de xxxx1. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 7 de septiembre de 

2011, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 1.095/2011, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, previa ampliación de éste, tal como dispone 
el artículo 53 del Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo de Castilla y 
León, aprobado por el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el 
Sr. Presidente del Consejo, correspondió su ponencia al Consejero Sr. Amilivia 
González. 

 
Primero.- El 17 de febrero de 2009 Dña. xxxxx, representada por Dña. 

yyyyy, presenta una reclamación de responsabilidad patrimonial, debido a los 
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daños derivados del retraso en el diagnóstico y tratamiento de la enfermedad 
que padece. Expone en su escrito que el resultado de la citología realizada en el 
Hospital hhhh1 de xxxx1 en octubre de 2006 fue positiva para HPV16. 
Asimismo, en el informe del Servicio de Anatomía Patológica, como resumen del 
diagnóstico, se señala carcinoma epidermoide queratinizante positiva para 
células malignas. A pesar de este informe, el Servicio de Ginecología del 
Hospital y, en concreto, el médico ginecólogo que la estaba tratando y que 
había prescrito y solicitado dicha prueba, no se le vuelve a citar a consulta, ni 
se le hace una llamada telefónica a fin de que la paciente acudiera al Hospital, 
al menos para comunicarle el diagnóstico. Ante la persistencia de las dolencias 
pide nueva consulta al Servicio de Ginecología y el 25 de febrero de 2008 
ingresa en el Hospital, en el que finalmente se le diagnostica carcinoma 
epidermoide en estadio clínico II-B y es derivada al Servicio de Radioterapia 
para iniciar tratamiento.
 

Solicita una indemnización a tanto alzado por las secuelas que padece de 
200.000 euros. 

 
Adjunta a su escrito copia de la documentación acreditativa de la 

representación y de diversos informes médicos del Hospital hhhh1 de xxxx1 
sobre el diagnóstico y tratamiento recibido.  
 

Segundo.- Obra en el expediente la historia clínica de la reclamante, 
informes del Servicio de Ginecología de 27 de marzo de 2009 y 3 de marzo de 
2010, del Coordinador de Admisión de 17 de junio de 2009, del Jefe de Servicio 
de Admisión de 2 y 16 de marzo de 2010, del Subdirector Médico del Hospital 
de 26 de abril de 2010, comparecencia ante el médico inspector del médico 
adjunto del Servicio de Ginecología 23 de junio de 2009 e informe de la 
Inspección Médica de 26 de agosto de 2009. 
 

Tercero.- Consta también en el expediente documentación acreditativa 
de haberse interpuesto recurso contencioso administrativo contra la 
desestimación presunta de la reclamación de responsabilidad patrimonial, ante 
la Sala de lo Contencioso-Administrativo de xxxx2 del Tribunal Superior de 
Justicia de Castilla y León.  
 

Cuarto.- Por Resolución de la Dirección General de Desarrollo Sanitario 
de 21 de junio de 2010 se acuerda la suspensión del procedimiento general y la 
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iniciación de un procedimiento abreviado, pues se considera inequívoca la 
relación de causalidad entre el funcionamiento del servicio público y la lesión, al 
apreciar que existió un retraso en la comunicación de resultados que condicionó 
la actuación de la paciente y una progresión de la enfermedad.  

 
Quinto.- Concedido trámite de audiencia a la reclamante el 8 de julio de 

2010, presenta escrito el 14 de julio en el que muestra su disposición a llegar a 
una propuesta de acuerdo indemnizatorio. 

 
Sexto.- Por Resolución de la Dirección General de Desarrollo Sanitario 

de 14 de octubre de 2010, se levanta la suspensión del procedimiento general y 
se da por finalizado el procedimiento abreviado, al no haberse alcanzado 
acuerdo indemnizatorio. 
 

Séptimo.- El 29 de junio de 2011 la Dirección General de Administración 
e Infraestructuras de la Gerencia Regional de Salud formula una propuesta de 
orden estimatoria parcial de la reclamación y se reconoce el derecho de la parte 
reclamante a percibir una indemnización de 15.000 euros.  

 
Octavo.- El 4 de julio de 2011 la Asesoría Jurídica de la Consejería de 

Sanidad informa la propuesta en el sentido de que debe requerirse la compulsa 
de la documentación acreditativa de la representación aportada y respaldar, 
con un informe, el importe de la indemnización a abonar que cuantifica la 
propuesta de resolución. 

 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h), 1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla B), apartado f), del 

 3



 

Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 

artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 

 
No obstante, cabe poner de manifiesto el excesivo tiempo transcurrido 

desde que se presenta la reclamación (17 de febrero de 2009) hasta que se 
formula la propuesta de orden (29 de junio de 2011). Esta circunstancia supone 
una vulneración por parte de la Administración del artículo 12.b) del Estatuto de 
Autonomía de Castilla y León, que consagra el derecho de los ciudadanos a la 
resolución de los asuntos que les conciernan en un plazo razonable; e 
igualmente como una infracción de los principios y criterios que han de regir su 
actuación recogidos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, como los de 
eficacia, celeridad, eficiencia y servicio a los ciudadanos, entre otros, sin olvidar 
el incremento que ha de conllevar necesariamente la cantidad que, como 
indemnización por responsabilidad patrimonial de la Administración, se vaya a 
conceder al reclamante, en su caso, mediante la oportuna resolución. 
 

3ª.- Concurren en la parte reclamante los requisitos de capacidad y 
legitimación exigidos por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. Sobre la copia 
del poder aportado para acreditar la representación, con carácter previo a la 
resolución del procedimiento debe procederse a su compulsa, al carecer de ella, 
según se hace constar en el informe jurídico de 4 de julio de 2011.  

 
La competencia para resolver la presente reclamación corresponde al 

Consejero de Sanidad, en virtud de lo dispuesto en el artículo 82.2 de la Ley 
3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de 
Castilla y León. 

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.  
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4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a la que 
además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de julio. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada doctrina 

del Consejo de Estado así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 
 

 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 

 
 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la persona 

que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley. 
 
 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 

decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o actividad en cuyo ámbito 
se produce el daño. 

 
 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 

el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
 e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 

produjo el hecho causante. 
 
No obstante, la jurisprudencia modula el carácter objetivo de la 

responsabilidad patrimonial, al rechazar que la mera titularidad del servicio 

 5



 

determine la responsabilidad de la Administración respecto de cualquier 
consecuencia lesiva relacionada con aquél que se pueda producir.  

 
En el ámbito de la responsabilidad sanitaria, el parámetro que permite 

apreciar el grado de corrección de la actuación sanitaria a la que se imputa el 
daño viene determinado por el criterio de la lex artis. La teoría de la lex artis ad 
hoc, en la actuación médica, parte de considerar que la obligación del médico o 
de los servicios sanitarios es una obligación de medios, en tanto que no es 
posible asegurar la salud en términos absolutos. De ahí que la Administración 
Sanitaria y sus agentes estén obligados a poner a disposición del usuario todos 
los medios disponibles que hagan posible la protección de la salud, protección 
que no siempre alcanza un diagnóstico cierto rápido, una curación sin secuelas 
o una atención sanitaria en un determinado tiempo y sin espera. El paciente 
tiene derecho a que se le dispense una atención adecuada, según la lex artis ad
hoc, y no a obtener un resultado curativo determinado, toda vez que la 
medicina no es una ciencia exacta; la lex artis ad hoc abarca no sólo 
intervenciones quirúrgicas, sino también tratamientos no quirúrgicos y de 
diagnóstico. 

 

 
Por tanto, según el criterio de la lex artis ad hoc, sólo existirá 

responsabilidad cuando se infrinjan los parámetros que constituyen dicho 
criterio y está, pues, en relación con el elemento de la antijuridicidad, de modo 
que existe obligación de soportar el daño -por no ser éste antijurídico- cuando 
la conducta del médico que ha tratado al paciente ha sido adecuada a la lex 
artis, mientras que, en caso contrario, cuando la actuación del médico ha sido 
contraria a la lex artis, la obligación de reparar recae sobre la Administración. 

 
Quiere con ello decirse que, incluso en aquellos supuestos en los que 

pudiera producirse un error de diagnóstico, de tal circunstancia no cabe derivar 
automáticamente la responsabilidad patrimonial de la Administración, toda vez 
que pueden producirse situaciones en las que la evolución silente de la dolencia 
u otras circunstancias hayan impedido acertar con el diagnóstico, a pesar de la 
correcta actuación seguida a tal fin por los servicios sanitarios.  

 
Debe mencionarse, asimismo, la reiterada jurisprudencia (por todas, 

Sentencias de 16 de marzo de 2005 y de 7 y 20 de marzo y 20 de diciembre de 
2007) según la cual “a la Administración no es exigible nada más que la 
aplicación de las técnicas sanitarias en función del conocimiento de la práctica 
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médica, sin que pueda sostenerse una responsabilidad basada en la simple 
producción del daño, puesto que en definitiva lo que se sanciona en materia de 
responsabilidad sanitaria es una indebida aplicación de medios para la 
obtención del resultado, que en ningún caso puede exigirse que sea 
absolutamente beneficioso para el paciente, lo que resulta especialmente 
relevante a los efectos de la cuestión debatida”. 

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación de 

responsabilidad patrimonial presentada por Dña. xxxxx, de 51 años de edad, 
debido a los daños derivados del retraso en el diagnóstico y tratamiento de la 
enfermedad que padecía en el Hospital hhhh1 de xxxx1.

 
De la historia clínica y de los informes emitidos en el procedimiento 

resulta, como antecedentes de interés del proceso asistencial, que la interesada 
acudió a consulta del Servicio de Ginecología el 18 de octubre de 2006, en la 
que se le objetivó una erosión sangrante de cérvix, y el ginecólogo prescribió 
solicitar la realización de citología y ecografía. El resultado de la citología se 
obtuvo el 2 de noviembre de 2006 que fue positivo para células malignas, por 
lo que se aconsejó la realización de genotipaje de HPV para determinar la 
presencia del virus del papiloma humano. El informe de resultados de esta 
última prueba se obtuvo el 15 de noviembre de 2006 y fue positivo para HPV 16.  

 
Posteriormente, la paciente fue citada el 29 de marzo de 2007 para 

realizarle la ecografía y el mismo día para revisión con el ginecólogo. La 
reclamante no acudió ni a la ecografía ni a la consulta de revisión. El 13 de 
febrero de 2008, la paciente acude a consulta de Ginecología, remitida por el 
médico de Atención Primaria, y tras la realización de biopsia, el 18 de febrero 
de 2008 se diagnostica la existencia de un carcinoma epidermoide de cérvix 
pobremente diferenciado, en estadio IIB, del que fue tratada con seis ciclos de 
quimioterapia hasta el 14 de abril de 2008 y posteriormente con sesiones de 
radioterapia que finalizaron el 2 de mayo del mismo año. 

 
En cuanto al fondo del asunto, este Consejo Consultivo comparte el 

criterio recogido en la propuesta de orden, que estima parcialmente la 
reclamación, y considera “que en este caso existió, por una parte, tal vez, un 
cierto abandono de la paciente en el desarrollo del proceso diagnóstico, puesto 
que ni acudió a la cita programada para el 29 de marzo de 2007 (si dicha 
citación efectivamente se produjo), ni acudió al hospital a interesarse en la 
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realización de la prueba ecográfica al ver que pasaba el tiempo sin recibir cita al 
respecto, y, por otra parte, y sobre todo más destacable, la propia actuación 
asistencial, dado que conociendo el carácter de malignidad de la lesión de la 
paciente, no se adoptan medidas que adelantaran la cita, ni en definitiva, se 
hizo un seguimiento más exhaustivo de su proceso patológico (…)”.  

 
El primero de los aspectos señalados se pone de manifiesto en el informe 

de la Inspección Médica, el cual señala entre sus conclusiones que “A pesar de 
encontrarse pendiente de unos resultados y una revisión posterior (de cuya 
fecha concreta se le avisó por teléfono) la paciente no acudió al Hospital el 29-
03-07. Llama la atención que esta circunstancia no se mencione para nada en 
el relato pormenorizado de los hechos que la reclamante hace en su escrito de 
fecha 16-02-09. 
 

»Tal vez esto bastaría para deducir que Dña. xxxxx desistió de 
forma voluntaria de ser atendida en el Hospital, aunque ello supusiera quedarse 
sin conocer los resultados de unas pruebas que podían tener trascendencia 
para su propia salud, habida cuenta de los antecedentes familiares de 
carcinomas y en algún caso concreto de carcinoma de cérvix. ¿Por qué razón no 
acudió al Hospital? ¿Tal vez prefirió ponerse en manos de algún especialista 
privado, tal y como parece sugerir el Dr. dddd1 al final de su comparecencia? 

 
»Lo cierto es que según consta en la historia clínica, cuyo valor 

probatorio documental es innegable, durante la anamnesis realizada el día 7-3-
08 por la oncóloga Dra. dddd2, la paciente refirió que tras la consulta en 
Ginecología de octubre de 2006, había acudido a una consulta privada de 
Ginecología cinco meses después, es decir aproximadamente en marzo de 
2007, siendo al parecer el resultado de la misma, ‘normal’. Desconocemos qué 
fue lo que le indicó el especialista privado, si le aconsejó controles periódicos o 
algún tipo de actuación terapéutica, pero lo cierto es que cuando Dña. xxxxx 
volvió a requerir los servicios del Sistema Nacional de Salud, solicitando una 
nueva consulta en Ginecología del Hospital el día 13-2-08, ya tenía un 
carcinoma epidermoide de cérvix pobremente diferenciado, que tras el estudio 
de extensión se consideró en estadio IIB”. 

 
No obstante lo anterior, el informe del Jefe de Servicio de Admisión de 16 

de marzo de 2010 pone de manifiesto que la Administración no contaba con un 
sistema que permitiera tener constancia de la recepción de las citas. Señala al 

 8



 

respecto que a la paciente se le programaron el 22 de febrero de 2007 dos citas 
encadenadas, para ecografía y revisión, ambas el día 29 de marzo de 2007. La 
cita primera (la de la ecografía) produjo una nota de cita. Para la cita segunda 
no se produjo una nota de cita. Es práctica habitual que para que el paciente 
no reciba dos cartas con citas encadenadas, se imprima el documento de la 
primera cita y sobre él (a mano) se indique los datos de la segunda cita. Así, en 
una sola comunicación se informa de toda la actividad programada. Añade no 
obstante que “los datos de los registros y la práctica habitual del Servicio 
sugieren cómo fueron los acontecimientos, pero no existe constancia fehaciente 
de los hechos”. 
 

Lo expuesto impide afirmar tajantemente que la conducta de la 
reclamante haya concurrido a la causación del daño, lo que haría quebrar el 
nexo causal entre el daño alegado y el funcionamiento del servicio público, por 
lo que ha de valorarse ahora la segunda cuestión mencionada, esto es, si fue 
correcta la actuación asistencial desarrollada. En la comparecencia que efectúa 
el 23 de junio de 2009 ante la Inspección Médica el ginecólogo que atendió a la 
reclamante, señala que tuvo conocimiento del resultado de la citología de 2 de 
noviembre de 2006, la cual aparece firmada por él, pero que no tuvo 
conocimiento del resultado del genotipaje del HPV de 15 de noviembre de 
2006, porque, aunque no lo recuerda exactamente, lo habitual es verlo en la 
consulta siguiente, que fue programada para el 29 de marzo de 2007. De ello 
resulta que no se desplegó ninguna actuación encaminada a priorizar la 
realización de las pruebas pendientes -ecografía- ni al adelanto de la fecha de 
revisión, pese a conocerse el carácter maligno de la lesión a través de los 
resultados de la citología.  

 
Lo anterior revela un deficiente funcionamiento del servicio público 

sanitario por una deficiente valoración de la urgencia que el caso requería para 
la consecución del diagnóstico y tratamiento precisos. Así se deduce del informe 
del Subdirector Médico del Hospital de 26 de abril de 2010, cuando indica que 
“Si bien es cierto que el carácter de los resultados obtenidos en la citología 
habría aconsejado adelantar la cita de revisión, dicha cita fue otorgada antes de 
conocerse los mismos. La sistemática habitual en citaciones es dar cita para 
resultados cuando estén todas las pruebas solicitadas realizadas. En el caso que 
nos ocupa la paciente fue enviada a citaciones con la orden de cita para 
revisión tras citología y ecografía. Dado que la cita para ecografía tenía una 
demora de más de cuatro meses, ése fue el tiempo en que se dio la cita para 
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resultados. De lo anterior se desprende que la revisión no fue planificada para 
más de cuatro meses, sino que los tiempos de demora de las pruebas así lo 
determinaron. Por último, en 2006 el tiempo medio de espera para ecografía 
ginecológica de carácter normal (no preferente) era de 5 meses 
aproximadamente”. Añade además que el modelo de gestión de citas entonces 
existente no permitía conocer la prioridad del paciente: “La comunicación de los 
resultados a la usuaria corresponde al facultativo que los solicitó o en su 
defecto otro facultativo de su servicio que le sustituya. En el año de los hechos, 
las citas a los pacientes se realizaban bajo dos prestaciones habituales: 2.1 
para primeras consultas y 2.2 para sucesivas no distinguiéndose entre estas 
últimas las que eran de resultados o revisión rutinaria. Esto es importante 
porque no permite saber a nivel del servicio de citaciones la prioridad de la 
paciente. Las consultas de resultados son una prioridad actual reflejada por 
primera vez en el Plan Anual de Gestión de 2009”. 
 

En virtud de lo anterior, cabe apreciar la existencia de responsabilidad 
patrimonial de la Administración, debido a un retraso en el diagnóstico del 
cáncer que padecía la reclamante que le ha ocasionado un daño que, a juicio 
de la Administración, se concreta “en la posibilidad de un cambio en el estadio 
de la lesión tumoral de I a II B, lo que supone un cambio de tratamiento que 
incluye la necesidad de quimioterapia y un peor pronóstico, pasándose de un 
80-90% de supervivencia en estadio I a un 75% de supervivencia en estadio 
IIB”.  
 
 6ª.- Respecto al importe de la indemnización, la interesada solicita por 
las secuelas que padece la cantidad, calculada a tanto alzado, de 200.000 
euros. Indica que acude para su determinación a los criterios de valoración 
establecidos en el Anexo introducido por la Ley 30/1.995 de 8 de noviembre, de 
Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados.
 

Por su parte, la Administración también valora a tanto alzado los daños, 
pero en una cantidad muy inferior, 15.000 euros, atendiendo -según la 
propuesta- “a lo mantenido por la jurisprudencia, al baremo recogido en el Real 
Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, de la Ley sobre responsabilidad 
civil y del seguro en la circulación de vehículos de motor y a las circunstancias 
concretas del caso”.  
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Como señala el informe de la Asesoría Jurídica de la Consejería respecto 
a la valoración que contiene la propuesta de resolución, “una valoración a tanto 
alzado de la misma, teniendo presente la Sentencia del Tribunal Supremo n° 
179/2002 de 20 de noviembre, parece acertada, sin embargo, se advierte la 
conveniencia de incorporar informe que permitiera concretar los efectos 
padecidos por la paciente al someterse a los tratamientos de quimio y 
radioterapia y que, en su caso, se le hubieran podido evitar si se hubiera hecho 
un diagnóstico del carcinoma epidermoide de cerviz con carácter previo (estadio 
I) y no en el estadio IIB tal y como tuvo lugar”.  

 
Dicho informe no se ha incorporado al expediente, por lo que este 

Consejo Consultivo considera, a falta de otros datos, que la indemnización 
procedente deberá determinarse en expediente contradictorio en función de las 
alegaciones y pruebas presentadas para la acreditación de la valoración que 
pueda corresponder a los daños.  

 
El importe de la indemnización así determinado deberá actualizarse a la 

fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad, de acuerdo con 
el artículo 141.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 

 
Sin perjuicio de las consideraciones anteriores, al constar que la 

interesada ha interpuesto recurso contencioso-administrativo contra la 
desestimación, por silencio administrativo, de la reclamación de responsabilidad 
patrimonial, resulta obligado advertir que, con independencia de que en dicho 
procedimiento puedan tenerse por probados los hechos alegados, en el caso de 
que en dicho proceso o en otro hubiera recaído sentencia firme, no procedería 
ya dictar resolución alguna en vía administrativa, sino dar cumplimiento en sus 
propios términos al fallo de la sentencia.  
 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria, en los términos expuestos en el 

cuerpo de este dictamen, en el expediente de responsabilidad patrimonial 
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iniciado como consecuencia de la reclamación presentada a instancia de Dña. 
xxxxx, representada por Dña. yyyyy, debido a los daños y perjuicios derivados 
de la asistencia sanitaria que le fue prestada en el Hospital hhhh1 de xxxx1. 

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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